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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintitrés de julio de dos mil nueve

Acta número 0049 del 23 de julio de 2009

En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la consulta de la sentencia con que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 20 de febrero del presente año puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Héctor Alveiro Fuentes Ossa adelanta contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES
Manifiesta el libelista en la demanda que ha estado afiliado al Instituto de Seguros Sociales para el amparo de las contingencias de I.V.M.; afirma padecer de una enfermedad mental que le impide realizar las actividades laborales que normalmente ejecuta; ante el no restablecimiento de su salud con los tratamientos recibidos, el departamento de Medicina Laboral del Instituto demandado lo declaró invalido, con una pérdida de capacidad laboral superior al 50% y con fecha de estructuración del 30 de diciembre de 1999; por medio de la Resolución N° 001905 del 30 de julio de 2003, el Instituto de Seguros Sociales negó la pensión de invalidez, argumentando que para la fecha de la estructuración no cotizaba al sistema y únicamente había aportado 38 semanas; interpuestos los correspondientes recursos, por medio de la Resolución 3663 del 18 de noviembre de 2003, el Instituto accionado confirmó su decisión; mediante dictamen del 30 de julio de 2004, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda calificó la pérdida de capacidad laboral del actor, determinando que ascendía al 53,30%, con fecha de estructuración del 30 de septiembre de 2002; con fundamento en este dictamen se solicitó nuevamente el 2 de septiembre de 2004 la pensión de invalidez; posteriormente la Junta, a petición de un médico del Instituto de Seguros Sociales no facultado para ello, impugna el dictamen, obteniendo la variación de la fecha de estructuración, la cual fue fijada para el 10 de febrero de 1999, decisión ante la cual se interpuso recurso de apelación, mismo que fue rechazado el 10 de noviembre de 2004 por la Junta al considerarlo extemporáneo.

Con sustento en esa relación de hechos, solicita se condene al ente demandado a reconocer y pagar su pensión de invalidez, a partir de la fecha de estructuración de la misma, con los correspondientes intereses moratorios y las costas procesales.

El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, por decisión del 10 de mayo de 2006 admitió la demanda, fl. 40, y dispuso correrle traslado al demandado. En su momento respondió el ente accionado, fl. 42, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones bajo el argumento de que el actor no cumple los requisitos exigidos para acceder a la prestación solicitada. Excepcionó Inexistencia de la obligación demandada, Prescripción, Falta de causa y Genéricas.
Fracasó el intento conciliatorio, fl. 54, al tratarse de un derecho irrenunciable. Se dio traslado de las excepciones, no hubo medidas de saneamiento que definir, se fijó el litigio y en la primera audiencia de trámite se decretaron las pruebas pedidas por las partes. 

La a-quo profirió sentencia, fl. 293, absolviendo al Instituto de Seguros Sociales de las pretensiones incoadas en su contra y condenando al actor al pago de las costas procesales en un 100%. Consideró para así decidir que, siendo aplicable al caso concreto lo dispuesto en el original artículo 39 de la Ley 100 de 1993, no acreditó el cumplimiento de los requisitos allí exigidos, particularmente el referente  a la densidad de cotizaciones.  
En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 69 del  Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se surte el grado especial de jurisdicción por consulta a favor del accionante. Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes se procede a resolver con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
Sea lo primero advertir que la invalidez del accionante fue calificada inicialmente por el Departamento de Pensiones – Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales, fl. 131, con un 51,4% de pérdida de capacidad laboral y con fecha de estructuración del 30 de diciembre de 1999, sin embargo dicha calificación fue variada conforme al dictamen proferido por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda de folio 25, según el cual el actor ostentaba una pérdida de capacidad laboral del 53,30%, con una fecha de estructuración del 30 de septiembre de 2002; no obstante lo anterior, dicho dictamen fue objeto de recursos por parte del Médico Laboral del Departamento de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales, siendo modificado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez respecto a la fecha de estructuración, fijándola para el 10 de febrero de 1999, fl. 147; la anterior calificación fue objetada por el apoderado del actor por error grave en cuanto a la fecha de estructuración del estado invalidante, fl. 150, razón por la cual la funcionaria de primera instancia procedió a nombrar un perito, el cual definió como calenda de estructuración de la pérdida de capacidad laboral del demandante el mes de diciembre de 1999.
En conclusión, el señor Fuentes Ossa, ostenta una pérdida de capacidad laboral del 53,30%, a partir del mes de diciembre del año 1999, por lo tanto la normatividad aplicable sería la vigente para esa época, que no es otra que la original Ley 100 de 1993, la cual, en su artículos 38 establece:

“&$Artículo 38. Estado de invalidez. Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o mas de su capacidad laboral.”

Teniendo en cuenta que la calificación asignada al actor ascendió el 53,30% de pérdida de capacidad laboral, éste será considerado invalido.

En cuanto a los requisitos para acceder a la pensión de invalidez, establecía el original artículo 39 de la mentada Ley 100:

“&$Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan alguno de los siguientes requisitos: 

a. Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez. 

b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez. 

…”

Ahora bien, teniendo en cuenta que conforme a la historia laboral del accionante, dispersa por todo el expediente, fls. 72, 73, 85 a 89, 111 a 114, 122 a 128, 176 a 177, 189 a 193 y 215 a 218, se decanta que el actor para la fecha de estructuración de su invalidez había dejado de cotizar al sistema, se debe dar aplicación al literal b) de la norma en cita, por lo tanto, para acceder a la prestación solicitada se hace necesario que haya cotizado un mínimo de 26 semanas dentro del año inmediatamente anterior al momento en que se produjo la invalidez, siendo dicho lapso el transcurrido entre el mes de diciembre de 1998 y diciembre de 1999, interregno en el cual no se registran cotizaciones al sistema, por lo que indefectiblemente se debe negar la pensión solicitada, imponiéndose la confirmación de la sentencia de primera instancia.  
En esta instancia costas no se causaron por tratarse de consulta.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia apelada.

Costas en esta Sede no se causaron por tratarse de consulta.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta por quienes intervinieron.

Los Magistrados,





HERNAN MEJIA URIBE
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria.
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